CONSEJO REGIONAL DE ECONOMÍA SOCIAL

DE CASTILLA-LA MANCHA

Comisión de arbitraje, conciliación y mediación.

Avenida de Irlanda, 14.

45071 - Toledo

EXPEDIENTE ARBITRAJE.-  Nº AR-29/2011
MODALIDAD.-   DE  EQUIDAD
LAUDO 2/2011
En Toledo, a dos de junio de dos mil once.

Justo Juan Pliego Romero, Abogado en ejercicio, colegiado nº XXX del Ilustre Colegio de Abogados de Ciudad Real, con domicilio a efectos de notificaciones en XXXXX, en la localidad de XXX, XXX, provisto con D.N.I. nº XXX, nombrado Árbitro en el expediente número  AR-29/2011, en virtud de Resolución de fecha 5 de abril de 2011, de la Secretaría del Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha, por acuerdo de su Comisión de arbitraje, conciliación y mediación en su reunión de fecha 4 de abril de 2011, después de tener en consideración las alegaciones manifestadas y una vez examinada la prueba aportada por las partes, procedo a dirimir en equidad las cuestiones que me han sido planteadas por las mismas, exponiendo a continuación los siguientes 

ANTECEDENTES
I.-  PRETENSIONES DE D. XXXXX, EN CALIDAD DE PRESIDENTE DE XXXXX
D. XXXXX,  mayor de edad, vecino de XXX, provincia de XXX, con domicilio a efectos de notificaciones en XXX, número X, de dicha localidad, con D.N.I. nº XXX en su calidad de presidente  de la entidad XXXXX, provista de C.I.F. nº XXX en su escrito inicial de 22 de noviembre de 2010 de solicitud de arbitraje en la modalidad de Equidad, que dieron lugar al presente expediente arbitral, plantearon las cuestiones que sucintamente se exponen a continuación:
PRIMERO.-  Que la cooperativa demandante XXXXX, es socia a la fecha del escrito de inicio de la cooperativa XXXXX, con domicilio en la localidad de XXX, provincia de XXX.
SEGUNDO.-    Igualmente incorporó en su escrito de solicitud de arbitraje de equidad contra el acuerdo de la Asamblea General de la cooperativa XXXXX, de fecha 11 de septiembre de 2010, por el que se ratificó el acuerdo del Consejo Rector de 20 de mayo de 2010, por el que sancionó a la cooperativa demandante XXXXX con la cantidad de SEISCIENTOS Y UN EUROS (601,00 €) por la presunta comisión de unos hecho calificados como muy graves, solicitando la NULIDAD de dicho acuerdo societario.
TERCERO.-   En los Antecedentes de Hecho de su escrito de solicitud, XXXXX, señala que la primera comunicación que reciben es en fecha 05 de abril de 2010, en la que se notificó la iniciación del expediente sancionador en base al incumplimiento de las normas de vendimia en el ejercicio 2009, aprobadas por Asamblea General de fecha 19 de septiembre de 2009.
Alega la demandante que se le causa indefensión al no especificar la fecha exacta de la comisión de la infracción y si bien alega la imposibilidad para fijar plazos para la alegación de prescripciones, no realiza su invocación de manera expresa y manifiesta como excepción en el procedimiento.

La misma demandante considera subsanados los hechos de los que se le acusan, al realizar la declaración obligatoria de cosecha para la administración en el mes de diciembre de 2009.
Ante el presunto incumplimiento de las normas de vendimia se alega de contrario que la cooperativa XXXXX desconoce si se aprobaron o no las citadas normas por lo que no cabe imputarle incumplimiento de normas que no son conocidas.
Considera que era obligación de la cooperativa XXXXX haber comunicado esas normas y sus acuerdos a los socios no presentes o, en su caso, haber publicado las citadas normas.

Señala la demandante que en el procedimiento sancionador no se ha identificado al instructor, por lo que el Consejo Rector hubiera sido al tiempo órgano instructor y sentenciador, igualmente señala que no existe un pliego de cargos claro y motivado, ni tampoco una resolución que señale expresamente donde se aprecia la comisión de una falta calificada como muy grave.

CUARTO.-    Que con fecha 19 de abril de 2010 se alegó de contrario al escrito de iniciación del expediente sancionador, en el que se expuso que la incomparecencia de ninguno de los miembros de la cooperativa XXXXX en la Asamblea vino motivada por las labores de preparación de la campaña de vendimia de ese mismo ejercicio 2009, y que las normas de vendimia aprobadas no se publicitaron.

En dicho escrito reitera el no nombramiento de instructor y que no se había acreditado por el Consejo Rector de la cooperativa XXXXX, la intencionalidad establecida en el incumplimiento señalado.

También se expone que no se ha comunicado la fecha del acuerdo de incoación del procedimiento ni la de la presunta comisión de la falta.

Finalmente, reitera la subsanación de la falta por haber presentado la demandante la declaración de cosecha en el plazo previsto en las normas.

QUINTO.-    Que con fecha 25 de mayo de 2010, el Consejo Rector de XXXXX comunicó la imposición de una sanción calificada como muy grave por valor de 601,00 €, habiendo rechazado todas la alegaciones presentadas.
Posteriormente XXXXX impugnó la sanción impuesta por escrito de fecha 18 de junio de 2010 ante la Asamblea General
Se celebró la citada  Asamblea General en fecha 11 de septiembre de 2010, en la que tras reclamar la cooperativa demandante que el orden del día incluyera en primer lugar el recurso ante la sanción impuesta, procedió el contable de la cooperativa XXXXX a leer todo el expediente sancionador para que tras su finalización el representante de la demandante expusiera todos los argumentos de contrario.
Sometido el recurso a votación, el resultado fue de 226 votos a favor de ratificar la sanción a  XXXXX  y un total de 27 votos a favor de archivar el expediente.

Alega la demandante que tanto por la redacción de la papeleta de voto empleada en la resolución, como  la identificación de la urna podía demostrar la manipulación de la Asamblea.
Considera la demandante que la Asamblea fue dirigida por el contable de la sociedad cooperativa, no habiendo sido solicitada autorización previa a la misma para su presencia.

SEXTO.-    Con fecha 25 de octubre de 2010 – se había solicitado por un escrito de 22 de septiembre de 2011 -, recibe la cooperativa XXXXX certificación literal del Acta de la Asamblea de 11 de septiembre de 2010, considerando que la misma no recoge los debates e intervenciones, a pesar de haber sido solicitada su inclusión en la  misma, vicios que según la demandante conllevarían la nulidad de la Asamblea referenciada.

SÉPTIMO.-    Que por todo lo expuesto solicita del Árbitro la declaración de nulidad por ser contraria la sanción impuesta a la Ley, tanto en la tramitación del procedimiento sancionador, como la resolución del recurso en vía interna de la Asamblea General y la propia redacción y contenido del acta de dicha Asamblea.

II.- CONTESTACIÓN DE LA ENTIDAD XXXXX
Por otra parte, la cooperativa agraria  XXXXX, con domicilio social en XXX, provincia de XXX, en calle XXX, provista de C.I.F. nº F- XXX y actuando en calidad de representante legal su presidente D. XXXXX, con D.N.I. nº XXX, contestó ante el Consejo Regional de Economía Social mediante escrito de aceptación y posterior de contestación a las alegaciones, de fecha 01 de abril de 2011, en las que planteó de contrario los siguientes argumentos que se resumen a continuación.
PRIMERO.-   Señaló la demandada que en base al Reglamento CE nº 178/2002 se ha establecido la regulación comunitaria, por la que al objeto de fijar los principios reguladores de la seguridad alimentaria, se ha constituido la obligación de manera concreta de la comunicación sobre el origen de los alimentos que circulan y/o se obtienen en el territorio comunitario.
SEGUNDO.-    Alegó la cooperativa XXXXX que las normas relativas a la comunicación del término, polígono y parcela de la cosecha en el momento de la descarga del producto, no es una norma nueva, sino que se viene aplicando en los últimos años.
Adjuntó dicha cooperativa un Acta del Consejo Rector de fecha 11 de septiembre de 2008, en el que se estableció como norma obligatoria de vendimia la comunicación del término, polígono y parcela de procedencia de la uva entregada a la cooperativa. Junto a la anterior hizo también entrega de copia del acta de la Asamblea General celebrada en fecha 19 de septiembre de 2009, en la que se reiteraba la obligatoriedad de comunicar el término, polígono y parcela de procedencia  de la uva entregada en cumplimiento de la normativa de trazabilidad, así como de la imposición de sanciones sobre aquellos socios que incumplan dicha obligación. Lo que según demostraba por parte de la demandada  “el perfecto conocimiento y pacífica aplicación por los socios integrantes”.
TERCERO.-    Se alegó de manera expresa en el escrito de contestación sobre el sometimiento de todos y cada uno de los socios a las obligaciones  derivadas del marco estatutario.
Reprodujo en su escrito el artículo 9 de los Estatutos respecto a las obligaciones de los socios de la cooperativa, entre otros la asistencia a las Asamblea Generales y el cumplimiento de los acuerdos válidamente adoptados por los órganos sociales de la cooperativa; señalando finalmente que el desconocimiento de las normas no exime de los posibles incumplimientos.
Consideró la cooperativa XXXXX en el citado escrito como una circunstancia agravante que no se estamos de un socio común, sino de otra sociedad cooperativa, por lo que le sería exigible a sus representantes mayores conocimientos sobre los deberes y obligaciones de los socios de una sociedad de esta clase.
CUARTO.-  Como conclusión de su escrito de contestación, solicitó la cooperativa demandada del Árbitro que dictara Laudo desestimado el objeto del escrito de arbitraje, y confirmando la validez de la sanción impuesta.
Propuso la cooperativa, en su Otrosí segundo del citado escrito, como Árbitro a D. XXXXX
III.- VISTA PRELIMINAR Y MEDIOS DE PRUEBA PRACTICADOS
Se celebró la vista preliminar en este procedimiento arbitral en fecha 11 de mayo de 2.011, en los Servicios Centrales de la Consejería de Empleo, Igualdad y Juventud de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha para fijar los términos de la cuestión litigiosa del presente procedimiento de arbitraje, en su modalidad de Equidad, de conformidad con el articulo 22.2 del Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social  - DOCM  Nº 214 de  02/06/2006 – (en adelante se designa en este laudo como el Reglamento).
Tuvo lugar dicho acto con la presencia del solicitante del procedimiento D. XXXXX, en su calidad de Presidente y representante de la Sociedad Cooperativa de Castilla-La Mancha XXXXX, y de la parte demandada, la entidad XXXXX, representada en este acto por su presidente D. XXXXX, con la asistencia letrada de D. XXXXX, colegiado nº XXX del ICA de Toledo, cuyo apoderamiento se realizó mediante comparecencia apud acta ante la Secretaria de la Comisión de Arbitraje.
Habiendo instado este árbitro al representante de la cooperativa XXXXX por si en defensa de su derecho, alegaba ante el mismo indefensión procediendo a solicitar la suspensión del procedimiento para la designación de letrado, rechazó la misma continuando así la comparecencia en su tramitación.

Dando inicio a la vista preliminar, se concedió en primer lugar la palabra a la parte demandante, la cual ratificó íntegramente en este acto su escrito de solicitud de arbitraje, fijando así el objeto de su petición. 

A continuación, se dio traslado a la entidad XXXXX, la cual procedió a ratificar en todos sus términos lo establecido en el escrito de contestación aportado.

Al amparo del artículo 24 del Decreto 72/2006 se abrió el período de propuesta de medios de prueba, de forma que la parte demandante solicitó la admisión como medio de prueba de un escrito, completando la demanda de inicio, y que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados por aquel y que constan en el expediente.

De contrario, la representación de la cooperativa XXXXX solicitó de éste órgano la admisión como medio de prueba de la testifical de D. XXXXX y de Dña. XXXXX, por su participación directa en la labores de descarga del producto y conocedores del presunto incumplimiento que motivo la sanción a la entidad demandante, e igualmente que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados ya por esta cooperativa.
Este órgano arbitral decretó la admisión de todos los medios de prueba solicitados por las partes, dando por concluido esta vista preliminar y señalando para el día 24 de mayo de 2011, a las 11:00 horas – al amparo del articulo 26.1 del Decreto y bajo los principios de celeridad y de economía procesal -, la celebración en un único acto de la vista para la practica de los medios de prueba solicitados y presentación de conclusiones.

IV.- VISTA PARA CONCLUSIONES
Habiéndose notificado en debida forma a las partes el acto de la vista para la práctica de los medios de prueba y presentación de conclusiones, en el día y hora fijados tras la vista preliminar, la parte demandante XXXXX no compareció ni en la persona de su representante en el procedimiento ni en la de otra persona con poder bastante, no procediendo a comunicar anticipadamente o justificar su ausencia a dicha vista. Por lo expuesto, el Árbitro que suscribe decretó la conclusión del acto de aquella al amparo del artículo 22.2 del Reglamento, por cuanto se establece que la inactividad de las partes no suspenderá la continuación del procedimiento ni impide a este órgano arbitral dictar el oportuno Laudo arbitral, facultad que también se recoge en el artículo 31, letra c) de la Ley 60/2003, de 23 de de diciembre, de Arbitraje.
Igualmente consideró el citado órgano como innecesaria la declaración de los testigos propuestos por la parte demandada y presentes en el acto de la vista, dada la extensa prueba documental que consta en el expediente de arbitraje y en el uso de las potestades que para este órgano se prevén en el apartado segundo del artículo 24 del Decreto 72/2006

A la vista de los antecedentes expuestos, el Árbitro que suscribe considera de aplicación los siguientes

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- Sobre la competencia arbitral
El Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha se halla facultado para el conocimiento del presente arbitraje, en virtud  de las funciones que le atribuía el artículo 144 de la ya derogada Ley 20/2002, de 4 de noviembre de Cooperativas de Castilla-La Mancha, y que reproduce el artículo 167 de la vigente Ley 11/2010, de 4 de noviembre.
Esta potestad para desempeñar funciones arbitrales prevista en la legislación cooperativa autonómica se reconoce bajo la figura del arbitraje institucional, prevista en el artículo 14 de la Ley de Arbitraje, estableciéndose en el apartado segundo del citado precepto que se ejercerán dichas funciones conforme a sus propios reglamentos.

En virtud de Resolución de fecha 5 de abril de 2011, de la Secretaría del Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha, por acuerdo de su Comisión de arbitraje, conciliación y mediación en su reunión de fecha 4 de abril de 2011, se nombró Árbitro a quien suscribe.
Se ha procedido en el presente arbitraje conforme a lo establecido en el Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social. Asimismo, se ha observado lo dispuesto en la Ley 60/2003, de 23 de de diciembre, de Arbitraje, de aplicación supletoria según lo dispuesto en la Disposición adicional Única del Decreto 72/2006.
SEGUNDO.- Sobre el Convenio Arbitral y la modalidad de arbitraje
D. XXXXX en su calidad de representante como presidente de la cooperativa agraria XXXXX solicitó la celebración del presente arbitraje ante el Consejo Regional de Economía Social, en su escrito de fecha 22 de noviembre de 2010, petición que se fundamenta en el obligado sometimiento arbitral - establecido en la Disposición Final Primera de los Estatutos Sociales de la cooperativa agraria XXXXX, ante este órgano de la economía social y como uno de los presupuestos establecidos en el artículo 16 del Reglamento
La entidad demandante demandó en su escrito de solicitud de arbitraje en su modalidad de EQUIDAD. 

Esta modalidad de Equidad viene reconocida como la de carácter ordinario en el artículo 15 del citado Decreto, sin perjuicio del carácter ordinario que de contrario tiene la modalidad de Derecho en el artículo 34.1 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre.
Para dar el verdadero significado y expresión de los límites y facultades que tienen cabida dentro del arbitraje de equidad, este órgano arbitral debe señalar los límites que desde la doctrina y jurisprudencia de nuestros Tribunales se ha dado a esta figura jurídica.

El arbitraje desde la perspectiva constitucional se fija entre otros por el Tribunal Constitucional, ATC Sala 1ª 20-julio-1993, en la que señal que el arbitraje sólo llega hasta donde alcanza la libertad, que es su fundamento y motor, destacando que la función que ejerce el árbitro es parajurisdiccional o cuasi-jurisdiccional, por ello estamos ante la inexistencia de jurisdicción en sentido propio que se traduce en la carencia de potestas o poder de un juez ordinario. 
Estamos ante un proceso especial, ajeno a la jurisdicción ordinaria con simplicidad de formas procesales y uso de arbitrio en el de equidad, sin necesidad de motivación jurídica, aunque dando a las partes la oportunidad adecuada de ser oídas y de presentar las pruebas que estimen necesarias. Siendo de aplicación los principios de igualdad ante las partes, audiencia, contradicción y flexibilidad. Los cuales tienen su reflejo en el artículo 4 del Decreto y 24 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre.
Por ello, el Tribunal Supremo en las resoluciones de su Sala de lo Civil define el arbitraje de equidad – STS 22 de junio de 2009 -, como aquel en el que los laudos no deben desconocer o contravenir las normas de Derecho positivo, pero que fundamentalmente deben atenerse a criterios de justicia material fundados en principios y premisas que sirvan para fundar la argumentación del laudo, de manera que cuando  es un arbitraje de equidad resulta especialmente relevante la justicia del resultado obtenido y su coherencia con los principios que le son de aplicación al caso.
 Así también se recoge por otros órganos jurisdiccionales como la SAP Castellón 11 de diciembre de 2008 -  y  más recientemente la SAP Madrid 30 de septiembre de 2010 -, que define el arbitraje de equidad en que la resolución del conflicto interindividual de intereses se alcanza por los árbitros con arreglo a su leal saber y entender, sin necesidad de proceder a la aplicación de las normas jurídicas estatales que regulan la materia en la se ha suscitado la discrepancia.
TERCERO.- Sobre la inasistencia a la Asamblea General de 19 de septiembre de 2010 y tramitación del procedimiento sancionador
Este Árbitro tras examinar los iniciales escritos de demanda y contestación, así como el escrito de extensión de alegaciones por la cooperativa demandante, debe emitir las siguientes conclusiones.
En primer lugar, la Asamblea General celebrada en el mes de septiembre de 2009, con el fin entre otros de fijar las normas de vendimia en la campaña correspondiente a ese mismo año, fue convocada y notificada en debida forma, dado que la demandante XXXXX conocía el orden del día de la misma, dado que nada alega al respecto, salvo su imposibilidad de asistencia de ninguno de sus socios por estar preparando la labores de vendimia.

Sabe la demandante, por su propia configuración como sociedad cooperativa, que la participación democrática que inspira la constitución y actividad de una cooperativa se traduce en la asistencia a las Asambleas debidamente convocadas, bien quien ostenta la representación o, en su caso, de persona apoderada a tal efecto. A ello hay que destacar – tal como señaló en su escrito la sociedad  XXXXX, que el artículo 9, letra a) de los Estatutos Sociales establece como obligación de los socios la asistencia a las reuniones de la Asamblea General así como el cumplimiento de los acuerdos válidamente adoptados.
A tal fin, para conocer el contenido de los acuerdos cabría la posibilidad de haber solicitado la certificación literal del acta – tal como pidió la propia cooperativa demandante en el caso de la Asamblea General de 11 de septiembre de 2010 -, por lo que acredita ésta conocer perfectamente los derechos y medios de defensa que se articulan en los Estatutos Sociales, y de los que pudo haber hecho uso en la Asamblea a la que no pudo asistir.

Máxime cuando también debe conocer que el artículo 31 de los Estatutos de la cooperativa XXXXX le faculta para la asistencia por representante a las Asambleas y que el artículo 14 señala como falta leve la no asistencia no justificada y como muy grave el incumplimiento de las normas de campañas agrícolas.

Que la cooperativa demandante hiciera dejación de ese derecho de asistencia a las asambleas y no hiciera esfuerzo alguno por conocer el contenido de los acuerdos, no puede servir para excusar el cumplimiento de éstos, ni extraer ninguna ventaja del incumplimiento de los mismos, elevando el rigor en la exigencia dado el propio carácter de sociedad cooperativa de la demandante.
El conocimiento de sus obligaciones en materia de de declaración de datos viene reconocida por la propia cooperativa demandante XXXXX - sin entrar en valoraciones sobre la existencia de estas normas en campañas anteriores, objeto de alegación por la entidad demandada -, que señala en su escrito de demanda en los Antecedentes de Hecho, en su apartado 5º, letra e), en redacción literal que: 

“Dentro del plazo establecido para su presentación, la cooperativa XXXXX presentó la Declaración de cosecha de uvas preceptiva ante la cooperativa XXXXX, por lo que consideramos que fue debida y suficientemente subsanada la falta (…)”.

De lo que se puede deducir que la cooperativa XXXXX y su Consejo eran plenamente conscientes de sus obligaciones para efectuar la Declaración del producto, establecidas legalmente, y que el incumplimiento producido no puede ampararse en ningún caso en ignorancia o en una actividad de ocultación por parte de la cooperativa XXXXX  o de su Consejo Rector.

CUARTO.- Vulneración de los principios constitucionales en la tramitación del expediente sancionador

.
La vulneración del principio constitucional de presunción de inocencia por la representación de XXXXX, en base al largo plazo transcurrido para la iniciación del expediente, la falta de fijación de fecha de infracción o la posterior subsanación de los hechos que motivaron el expediente, junto con el alegado principio de publicidad de las normas requiere un análisis detallado.
Para salvaguarda del principio de de presunción de inocencia es preceptiva la tramitación de un expediente contradictorio cuando se imputen infracciones calificadas como graves o muy graves, tal como establecía el artículo 32.3 letra b) de la derogada Ley 20/2002, de 14 de noviembre y en el artículo 38 b) de la vigente Ley 11/2010, de 4 de noviembre de Cooperativas de Castilla-La Mancha.

Procedimiento que se ha respetado en la tramitación dado que la demandante incorporó escrito de alegaciones a la notificación del expediente. En las normas legales ya citadas sobre cooperativas no se habla de la necesidad de instructor como requisito imprescindible, aunque si recomendable al efecto de la celeridad e impulso procedimental dado que como señalaba el mismo artículo 32.3 letra a) de la Ley de 2002, y los Estatutos Sociales reproducen en su artículo 16: la facultad de sancionar es competencia indelegable del Consejo Rector; no existiendo causa que motive la inhibición en la resolución del expediente de un componente del Consejo, por el hecho de haber sido instructor del expediente.
La garantía de la presunción de inocencia en la tramitación del expediente en vía interna cooperativa se ve cumplida al posibilitar el acceso al recurso ante la Asamblea General, recogido en el artículo 16 de los Estatutos Sociales de XXXXX, en cuyo trámite q según expresa en su demanda, se procedió a dar lectura de toda la documentación que obraba en el expediente sancionador, sin que las incidencias alegadas en esa Asamblea por la cooperativa XXXXX sean objeto de este arbitraje, dado que al no impugnar aquella habiendo solicitado una certificación literal del acta incluso, acepte como validos los acuerdos adoptados.

En relación a la falta de concreción en la fecha de la comisión de la falta, que no establece el Consejo Rector de la cooperativa XXXXX, considera este Árbitro que pudiera imposibilitar aunque de manera parcial el derecho de defensa de la cooperativa sancionada, dado que podría considerarse como punto de inicio del incumplimiento de los acuerdos el coincidente con el mismo comienzo de la campaña o en su finalización, dejando al arbitrio del Consejo Rector la fijación la fecha, incrementando el perjuicio por el largo tiempo transcurrido ante un incumplimiento manifiesto y reiterado, según recoge en su propia contestación la cooperativa demandada.
La no alegación de manera expresa del instituto de la prescripción por la demandante, según se concluye de la documentación obrante y no haber alegado  la misma ni en la vista preliminar como excepción ni por su posterior incomparecencia voluntaria en la vista para conclusiones, no puede apreciarse de oficio por este órgano arbitral, considerando además que estamos ante un arbitraje de equidad y no de Derecho, habiendo sido elegida esta modalidad de forma expresa por la demandante  cooperativa XXXXX en su escrito de solicitud de fecha 22 de noviembre de 2010.
SEXTO.-    Sobre las costas del procedimiento arbitral
En virtud de lo establecido en el artículo 4 del Reglamento de los procedimientos de arbitraje, se señala como uno de los principios rectores el de gratuidad para las partes en lo que se refiere a los honorarios del Árbitro, debiendo satisfacer cada parte los gastos efectuados a su instancia y los que sean comunes por mitad, salvo que las partes acuerden otra forma de reparto. Finalmente, para la sustanciación del presente procedimiento, el Árbitro no ha incurrido en gastos ajenos a la propia actuación arbitral.
A la vista de los antecedentes de hecho y fundamentos de derecho expuestos, procede dictar, en equidad, el siguiente

LAUDO

PRIMERO.-   Se acuerda declarar por este Árbitro la validez de la sanción impuesta por la cooperativa agraria XXXXX por las infracciones cometidas por  la sociedad cooperativa socia  XXXXX
SEGUNDO.-    Considera este órgano arbitral, que de conformidad con la naturaleza de equidad que preside este Laudo y labor de este órgano, el plazo de tiempo transcurrido para la incoación del expediente por parte del Consejo Rector de la cooperativa XXXXX, al tiempo que la no fijación del momento temporal exacto de comisión de los hechos, cuya realización ha quedado acreditada por otra parte;  junto con el perfecto conocimiento que de la obligatoriedad y del contenido de las normas de campaña tenía la demandante, motivan que esa inacción deba suponer una moderación en la sanción impuesta.
Es por ello, que este Árbitro fija como sanción a abonar a la demandada XXXXX, por la cooperativa demandante XXXXX por una cuantía total de TRESCIENTOS EUROS (300,00 €).

El laudo arbitral podrá presentarse para su protocolización notarial en los plazos y con los requisitos establecidos en el artículo 31 del Reglamento.

TERCERO.-    El presente arbitraje es gratuito para ambas partes, en lo que a honorarios y gastos del Árbitro se refiere. Este laudo, firmado por el Árbitro, será notificado a ambas partes a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, de conformidad con el artículo 29 del Reglamento  y contra el mismo cabe interponer la acción de anulación según lo previsto en el artículo 32 del Reglamento, que se remite en esta materia a lo señalado en el artículo 40 y siguientes de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje. 
Todo lo anterior, sin renuncia del derecho que a las partes les asiste de solicitar la corrección, aclaración y complemento del laudo, al amparo del artículo 30 del Reglamento.

CUARTO.-    Los laudos arbitrales tendrán eficacia desde su notificación a las partes en el procedimiento y cabrá, en su caso, la  ejecución forzosa  de la presente resolución, a tenor de lo establecido en el Título VIII de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.

Fdo.: Justo Juan Pliego Romero
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